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tuado,carácter antiformalista yel principio.de oralidad
que informan.elproceso, laboral permitan la ampliación
de la demanda en el propio acto del juicio (art. 76. párrafo
primero. ,de la Ley de Procedimiento Laboral de 1980.
en la actualidad arto 85.2 de la misma Ley procesal con­
forme al texto articulado de 1990). el demandante que
invoca la regla de inversión de la carga de la prueba
debe desarrollar una actividad alegatoria suficientemen­
te concreta y precisa en torno a los «indicios de que
ha existido discriminación)). indicios que conforme a la
doctrina del Tribunal (SSTC 38/1991 y 135/1990) son
presupuesto obligado de la inversión de la carga pro­
batoria. Sin embargo. el trabajador nunca fue excesi­
vamente preciso a la hora de alegar las actividades que
según su tesis fueron determinantes de la actuación de
represalia cuya existencia denuncia.

Esta omisión de la carga del actor de acreditar la
concurrencia de los indicios acreditativos del supuesto
despido radicalmente nulo motivó la desestimación implí­
cita de su pretensión principal en la Sentencia de ins­
tancia. posteriormente confirmada en suplicación al com­
probar el Tribunal Superior que «no se desprende en
absoluto ni la más mínima sospecha de intencionalidad

. en el empresario de atentar con su despido a derecho
constitucional alguno)).

4. La omisión explícita de respuesta del órgano judi­
cial de instancia a la pretensión de amparo ordinario
no es aceptable. sin que pueda erigirse en causa de
justificación la existencia de un allanamiento por la
demandada a la pretensión subsidiaria, pues. cuando
se invoca la violación de un derecho fundamental en
un proceso declarativo. los actos de disposición de la
pretensión (renuncia. allanamiento. desestirniento o tran­
sacción). no son suficientes. por sí solos. para finalizar
el proceso. Antes al contrario, debe el Ministerio Público
y, en última instancia. el órgano judicial comprobar si
existen o no sospechas d¡e violación de alguna norma
tuteladora de los derechos, fundamentales, en cuyo caso
puede' oponerse a tales actos de disposición y ordenar
la reanudación del curso del proceso. En cualquier otro
caso. y si no fuera éste- el criterio del órgano judicial.
puede naturalmente dictar una resolución de finalización
anormal del proceso. pero, habrá de dar una respuesta,
por mínima que sea, a la inexistencia (o falta de con­
currencia de los indicios de lesión, como acontece en
el presente caso) de vulneración del derecho-fundamen­
tal, tal como, por lo demás, establece el arto 179.1 de
la L.P.L.

La anterior censura no se convierte, sin embargo,
en suficiente para poder estimar el presente recurso de
amparo. pues. tal como se ha indicado. el Tribunal Supe­
rior motivó en su resolución impugnada la inexistencia
de la lesión. declaración de hechos probados que no
puede. este Tribunal entrar a revisar por impedírselo el
arto 44,1 LOTe (STC21/1992. fundamentojurídico 4.°).
salvo que apareciera manifiestamente irracional o arbi-
traria. lo que no es el caso. ..'_

En efécto. no se constata la existencia de elementos
fácticos. siquiera de tipo indiciario, que pudieran hacer
presumible 'el móvil discriminatorio y antisindical. 'cuya
concurrencia. de acuerdo con. la doctrina del Tribunal.
hubiera obligado al empresario a probar cumplidamente
que su actuación ha sido «absolutamente extraña)) al
ejercicio por el trabajador de sus derechos fundamen­
tales· (STC 135/1990. fundamento jurídico 3.°). y ajena
a todo propósito discriminatorio (STC 114/1989).

5. Por último, la recurrente pretende inferir la con­
clusión de que la Entidad demandada vino a confirmar
tácitamente con su allanamiento la existencia de otros
m.óviles distintos de los declarados y con ello el carácter

contrario a los derechos fundamentales que tuvolane~a­
tiva a readmitir al trabajador.. Conviene a este, respecto
recordar. ante todo. que el carácter antijurídico de la
decisión empresarial originaria no implica forzosamente
que la misma fuera lesiva de los derechos fundamentales
(STC 135/1990. fundamento jurídico 4.°). puesto que
ese acto del empresario puede ser contrario al orde­
namiento jurídico y por ello improcedente o nulo, según
las categorías de ilicitud peculiares de la rama social
del Derecho, sin vulnerar por ello necesariamente ade­
más uno de los preceptos constitucionales que consa··
gran libertades públicas de rango fundamental. Así lo
viene a reconocer la demanda de despido presentada
en su día cuando con carácter subsidiario solicita la decla­
ración de nulidad «simple)), es decir. no lesiva de dere­
chos fundamentales. como solicitud conceptualmente
distinta de la petición formulada con carácter principal.
la declaración de nulidad «radical)) que se deriva de la
violación de libertades públicas (STC 38/1981 ). Este últi­
mo factor de relevancia constitucional de amparo no
ha estado presente en el supuesto sometido a la con­
sideración del Tribunal. Pero a la idea anterior debeaña­
dirse que de una conducta procesal plenamente Iídta
como puede ser el allanamiento parcial a la demanda
no cabe derivar la falta de fundamento de todas las res­
tantes pretensiones. Semejante conclusión no secom­
padecería con el derecho a obtener tutela judicial efec­
tiva sin existencia de indefensión. ya que restringe sin
motivo alguno las posibilidades de actuación reconoci­
das en las leyes procesales.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don
José Luis Costa GarCía contra la Sentencia de la Magis­
tratura de Trabajo núm. 14 de Madrid de 23 de julio
de 1987 y contra la Sentencia de 10 de enero de 1990
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid que confirmó la anterior.

• Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada .en Madrid, a veinte de septiembre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González Regue­
ral.-Garlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

25872 Sala Primera. Sentencia 267/1993, de 20 de
septiembre de 1993. Recurso de amparo
966/1990. Contra Resolución del Ministerio
de gefensa, desestimando recurso de repo­
sicion interpuesto contra Resolución anterior
que inadmitió otro recurso de reposición. así
como contra la Sentencia de la Sala Tercera
del, Tribunal Supremo. resolutoria del corres­
pondiente recurso contencioso-administrati­
vo. Supuesta vulneración del derecho a la tute­
la judicial efectiva: derecho a los recursos.
Voto particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente. don Fernando García-Mon y González-Regueral.



4. Por providencia de 28 de junio de 1990 la Sec­
ción Segunda (Sala Segunda) de este Tribunal acordó
tener por presentada la demanda de amparo y, a tenor
de lo dispuesto en el art. 53.1 de la LOTC, conceder
un plazo común de diez días al Ministerio Fiscal y al
solicitante del amparo para que en dicho término aleguen
lo que estimen pertinente en relación con la posible exis­
tencia del siguiente motivo de inadmisión: carecer la
demanda de contenido que justifique una decisión sobre
su fOJ1do por parte de este Tribunal Constitucional, de
conformidad con lo prevenido en él arto 50.1 c) de la

. citada Ley Orgánica.

5. En fecha 17 de julio de 1990 se recibe el escrito
de alegaciones del Ministerio Fiscal. En ellas señala que
los solicitantes de amparo alegan la vulneración del art.
24.1 de la Constitución por cuanto la Resolución del
Ministerio de Defensa que declara extemporáneo el
recurso de reposición -confirmada posteriormente en
la vía judicial- les provoca indefensión. El motivo fun­
damental de la invocada indefensión radicaría en una
supuesta incongruencia entre dos órganos del Estado.
El Ministerio Fiscal no puede, sin embargo, compartir
esta tesis, pues, como deja claro la Sentencia de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo. la incongruencia que se
denuncia no existe en realidad porque la aGtuación del
Gobierno Civil fue correcta. Nos encontramos ante una
interpretación razonada y razonable del art. 66 de la
Ley de Procedimiento Administrativo. que ha sido com­
batida en via jurisdiccional, con todos los medios de
defensa garantizados para los recurrentes. No existe.

SENTENCIA

1. Antecedentes

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

En el recurso de amparo núm. 966/90. interpuesto
por la Procuradora de los Tribunales doña Matilde Marín
Pérez, en nombr.e y representación de don Alejandro
Carracedo Mediero y doña Elisa Mediero Pantoja, asis­
tidos del Letrado don Manuel Carracedo Mediero, contra
la Resolución del Ministerio de Defensa de 16 de abril
de 1985. que desestima el recurso de reposición inter­
puesto contra Resolución anterior que inadmitió otro
recurso de reposición, así como contra la Sentencia de
la Sala Tercera del Tribunal Supremo, de 15 de octubre
de 1990, resolutoria del correspondiente recurso con­
tencioso-administrativo. Ha comparecido el Ministerio.
Fiscal y la Abogada del Estado y ha sido Ponente el
Magistrado don Pedro Cruz Villalón, quien expresa el
parecer de la Sala.

. 1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
día 11 de abril de 1990, la Procuradora de los Tribunales.
doña Matilde Marín Pérez. en nombre y representación
de don Alejandro Carracedo Mediero y doña Elisa Medie­
ro Pantoja. interpuso recurso de amparo contra la Reso­
lución del Ministerio de Defensa de 16 de abril de 1985.
que desestimó el recurso de reposición interpuesto con­
tra Resolución anterior que inadmitió otro recurso de
reposición, así como contra la Sentencia de la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo. ¡de 5 de febrero de 1990.
resolutoria del correspondi~nte recurso contencioso­
ádministrativo.

2. De la demanda de amparo se desprenden, en
síntesis. los siguientes hechos:

A) Como consecuencia de/os daños sufridos en
algunas de sus propiedades, al estrellarse en fecha 11
de febrero de 1982 un reactor militar F-5 contra una
de sus fincas, los actuales demandantes reclamaron en
vía administrativa al Ministerio de Defensa determinada
cantidad en concepto de indemnización por los daños
sufridos.

En fecha 26 de junio de 1984 se comunicó a los
actores la Resolución adoptada por el Excmo. Sr. Ministro
de Defensa, haciendo saber a los mismos que contra
aquélla cabía la interposición de recurso de reposición
en el plazo de un mes. La notificación de la comunicación
anterior. tuvo lugar en fecha 26 de junio de 1984.

B) Contra la anteri.or Resolución, y mediante escrito
registrado en el Gobierno Civil de Badajoz en fecha 27
de julio de 1984, interpuso el recurrente el mencionado
recurso de reposición, que fue inadmtido a trámite a
través de Resolución de 29 de septiembre de 1984,
por considerarlo presentado fuera del plazo leg~lmente

pr~visto.

Contra esta Resolución se formuló nuevo recurso de
reposición, al que acompañó el reclamante certificación

. del Secretario general del citado Gobierno Civil. en la
que se hacía constar que el recurso de reposición anterior
se había presentado en fecha 26 de julio de 1984 en
el Registro del Gobierno Civil. no siendo admitido por
el Encargado, en virtud de instrucciones recibidas del
anterior Secretario general. por tratarse de escrito diri­
gido a un Departamento militar y no civil. así como que

rC;;;;:;;~;::~~dfi:~~1~re~J~e~~:~~;d;;octu;~;;~~;~di\aS~~~e~;~~e;~~~arf~~V:~~¡dO~1esori:
Cruz Villalán, Magistrados. ha pronunciado En fecha 16 de abril de 1985 se dicta Resolución

desestimando el anterior recurso y en la que se razona
que el escrito pudo ser presentado en el Gobierno Mili­
tar o en la Oficina de Correos. conforme establece el
arto 66 de la Ley de Procedimiento Administrativo. si
es que fue rechazado en el Registro del Gobierno Civil.

C) Interpuesto recurso contencioso-administrativo.
la Sala Tercera del Tribunal Supremo dictó Sentencia,
de fecha 5 de febrero de 1990. por la que se desestima
el recurso y se confirman las resoluciones administrativas
impugnadas.

Con base en los anteriores hechos, los demandantes
de amparo suplican de este Tribunal se dicte Sentencia
por la que se declare la nulidad de la Resolución admi­
nistrativa de fecha 16 de abril de 1985 y de la Sentencia
de 5 de febrero de 1990 de la Sala Tercera del Tribunal
Supremo. y, en consecuencia, se declare admitido en
tiempo y forma el recurso de reposición formulado en
feCha 27 de julio de 1984.

3. Alegan los actores la vulneración del derecho a
obtener tutela judicial efectiva que consagra el art. 24.1
C.E. Entienden los demandantes que la Resolución admi­
nistrativa que desestimó el recurso de reposición inter­
puesto contra la anterior que. a su vez. declaró inad­
misible otro recurso de reposición. es incongruente con
el mismo actuar de la Administración que. en ocasiones
anteriores. admitió los escritos presentados en el Gobier­
no Civil y que. en este supuesto. se negó a admitirlo
argumentado instrucciones del anterior Secretario del
citado Organismo. Por tanto. los criterios adoptados por
los órganos administrativos son incongruentes entre sí.
dependiendo. en suma. de la consideración del funcio­
nario encargado en cada momento.

Por su parte. la Sentencia dictada por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo con­
firma la lesión denunciada al desestimar el recurso con­
tencioso formulado.
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pues,quiebradelart. 24.,1 ,CE. y, en 'consecuencia,' el' _
Fiscal interesa se dicte Auto de inadmisión del. recurso
por carecer manifiestamente la demanda de contenido
que justifique una decisión sobre su fondo por parte '
de esté Tribunal Constitucional, en aplicación del
arto 50.1 c) de su Ley Orgánica.

6. I:n fecha 17 de julio de 1990 se recibe el escrito
de alegaciones de la representación de los recurrentes
en amparo. En él se ratifican en las alegaciones efec­
tuadas en el escrito de demanda inicial y solicitan la
admisión a trámite del recurso de amparo y su estimación
en los términos que se reflejan en dicho escrito.

7. Por providencia de 14 de mayo de 1991 la Sec­
ción acuerda tener por recibidos los escritos precedentes
y. a tenor de lo alegado en los mismos. admitir a trámite
la demanda de amparo promovida. sin perjuicio de lo
que resulte de sus antecedentes. Asímismo. a tenor de
lo dispuesto, en el arto 51 de la LOTC. acuerda requerir
atentamente a la Sala Tercera del Tribunal Supremo para
que en el ténninode diez días remita testimonio del
recurso contencioso-administrativo núm. 190/86, segui­
do en la Sección Sexta, interesándose al propio tiempo
el emplazamiento de cuantos han sido parte en elpro-'
ceso judicial antecedente. excepto el recurrente en
amparo; para que en el plazo de diez días comparezcan
en el presente proceso constitucional.

8., En fecha 20 de mayo de 1991 se recibe escrito
de la Abogacía del Estado. por el que ésta se persona
en las actuaciones y solicita se entiendan con la misma
ésta y sucesivas actuaciones.

9. Por providencia de fecha 16 de septiembre
de1991 la Sección acuerda tener por personado y parte
al Abogado del Estado. entendiéndose con el mismo
la presente y sucesivas diligencias y. a tenor de lo dis­
puesto en el arto 52 de la LOTC. dar vista de, todas las
actuaciones del presente recu~sodeamparo por un plazo
común de 'veir.lte días al Minjsterio Fiscal, al Abogado
del Estado y ala Procuradora Sra. Marín Pérez, para
que dentro de dicho término puedan presentar las ale­
gaciones que a su derecho convengan.

10. En fecha 7 de octubre de 1991 se recibe el
escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal. En él, tras
hacer un resumen de los antecedentes de hecho de la
pretensión de amparo. señala el Ministerio Público que
la demanda de amparo alega la vulneración del arto 24.1
C.E. por haber sufrido indefensión derivada de la incon­
gruencia de la Administración. La lesión vendría así oca­
sionada por el hecho de que un órgano de la Admi­
nistración. el Gobierno Civil, admitiese la presentación
del escrito exonerando de cualquier responsabilidad al
interesado, mientras que otro órgano de la propia Admi­
nistración, el Ministerio de Defensa. apreció la extem~

poraneidad y declaró inadmisible ,el recurso. En segundo
término. se aduce la quiebra del mismo derecho fun­
damental dado que.' al impedir entrar en el fondo del
asunto y plantear el recurso contencioso-administrativo.
se viene a denega'r la tutela judicial efectiva. Pues bien.
centrado así el objeto del recurso. el Ministerio Fiscal
alega que ya en su informe. evacuado en el trámite de
admisión, puso de manifiesto la inconsistencia que. a
su juicio. tenía .lasupuesta incongruencia entre dos órga­
nos del Estado. pues,el hecho de que el Gobierno Civil
admitiera un escrito para su tramitación ante un Minis­
terio no vincula a éste a la hora de decidir sobre su
tempestividad. y así también lo ha declarado este Tri­
bunal Constitucional en la STC 29/1990. Tal es lo suce­
dido en el presente caso. sin que de la disparidad de
criterios entre el Gobierno Civil y el Ministerio de Defensa
pueda deducirse indefensión alguna. No obstante. con-

tinúa, una vez analizada la totalidad de la documentación
reclamada por este Tribunal al admitirla demanda a
trámite. se hace necesario un estudio más profundo de
la segunda causa de vulneración del arto 24 C.E. por
falta de tutela judicial efectiva. En ella se hace referencia
a la actitud de los órganos de la Administración que
impiden entrar en el fondo del asunto y plantear el corres­
pondiente recurso contencioso. de forma que. aunque
la demanda no es muy explícita. puede mantenerse que
la vulneración constitucional se predica en dos momen­
tos distintos: primero en vía administrativa y luego en
vía jurisdiccional. Es sabido que. en principio. sólo a los
órganos jurisdiccionales les es imputable la quiebra de
la tutela judicial efectiva. pues es a ellos a los que les
corresponde otorgarla; ahora bien, este Tribunal ha
declarado reiteradamente que también otros podere~ del
Estado pueden vulnerar tal derecho fundamental si impi­
den el acceso a la jurisdicción (STC 90/1985); no cabe
duda. pues. de que la Administración se encuentra vin­
culada á la obligación de facilitar al máximo el acceso

, de los ciudadanos a la tutela judicial. que para ser efectiva
requiere ordinariamente un pronunciamiento sobre el
fondo. Pues bien. en el caso que nos ocupa nos encon­
tramos ante una conducta,de un poder público que. al
rechazar la admisión de un escrito que se presentaba
dentro del plazo provocó la extemporaneidad del recurso
de reposición. impidiendo así agotarla vía administrativa.
paso previo e ineludible para acudir a la jurisdicción.
El Gobierno Civil reconoce en su certificación que la falta
de registro del documento presentado no es imputable
en ningún caso al interesado. con lo que implícitamente
viene a reconocer que la misma sólo es debida a un
error de interpretación del art. 66 L.P.A.• achacable en
exclusiva al propio Gobierno Civil. Nos encontramos.
pues. ante un error de un poder público. y este Tribunal
tiene declarado reit~radamente que los errores de los
órganos judiciales no deben producir efectos negativos
en la esfera jurídica del ciudadano privándole del acceso
a un recurso establecido por la Ley por causa no impu­
table a ella; elMinisterio Fiscal entiende que esta doctrina
es plenamente aplicable a los errores cometidos por los
órganos de la Administración, cual es el caso presente.
Al no reconocerlo así. el Ministerio de Defensa está
cerrando el acceso a la jurisdicción y quebrantando el
derecho a la tutela judicial efectiva. Y a ello no empece
el argumento ofrecido. según el cual el escrito rechazado
en el Gobierno -Civil pudo ser presentado en el Gobierno
Militar o en cualquier Oficina de Correos. porque ello
supone imponer al ciudadano una carga excesiva; el
arto 66 de la L.P.A. otorga un derecho de. opción entre
el Gobierno Civil y la Oficina de Correos. y los recurrentes
eligieron la primera alternativa con pleno apoyo legal.
No se les puede exigir que vayan buscando un poder
público que acceda a satisfacer lo que no es sino una
prestación a la que tenían derecho. ni que pOSElan un
conocimiento pleno de sus posibilidades legales. sobre
todo cuando consta que no actuaban con asistencia letra­
da en sus escritos. Podría alegarse. por contra. quedis­
pusieron de la posibilidad. que efectivamente utilizaron.
de acudir a la Jurisdicc.ión Contencioso-Administrativa
para que les otorgara la tutela que la Administración
les negaba. y que la Sala Tercera del Tribunal Supremo
efectuó un cómputo de plazos procedimentales cuya
competencia le corresponde en exclusiva. como ha

. declarado. entre otras. la STC 47/1989. Pero. en esta
misma resolución también se señala que el Tribunal
Constitucional debe cuidar de que la interpretación sos­
tenida por los órganos judiciales no lesione los derechos
fundamentales. en especial el derecho a la tutela judicial
efectiva; y ello porque su función de garante supremo
de tales derechos le obliga a procurar que las normas
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se interpreten de ~a manera más .favorable parasu ejer­
cicio y plena efectividad; esto es, continúa el Ministerio
Fiscal. se trata de la aplicación de los criterios generales
de este Tribunal en materia de cómputo de plazos, de
los que es un buen ejemplo la STC 65/1989. Todo ello
porque la tutela judicial efectiva presupone ordinaria­
mente una resolución sobre el fondo del asunto; de forma
que la inadmisión no deja de ser excepcional Y. en con­
secuencia. debe ser interpretada restrictivamente. sien­
do. en definitiva. revisables por este Tribunal los criterios
hermenéuticos utilizados por los órganos judiciales (STC
200/1988). Ello nos lleva a la posibilidad y casi a la
necesidad. dado que el recurso de amparo se encuentra
ya admitido a trámite, de revisar la aplicación que el
Tribunal Supremo ha efectuado del arto 66 de la L.P.A.
Su párrafo 5 establece que «se entenderá que los escritos
han tenido entrada en el órgano administrativo com­
petente en la fecha en que fueron entregados en cual­
quiera de las dependencias a que se refieren los párrafos
anteriores». En el caso de autos consta que. el recurSO
de reposición fue presentado en las dependencias del
Gobierno Civil el día 26 de julio de 1984. Allí fue entre­
gado y fue devuelto por causas ajenas a los solicitantes
de amparo; la interpretación efectuada por la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo de atender tan sólo al sello
del registro de entrada, sin tener en cuenta la certifi­
cación oficial de que el escrito fue efectivamente pre­
sentado el día anterior, supone, a juicio del Ministerio
Fiscal. una interpretación restrictiva del precepto citado,
que no favorece en absoluto a la efectividad del derecho
a la tutela judicial efectiva, sino que impide su ejercicio
al privar. por un criterio excesivamente formalista, del
acceso a una resolución sobre el fondo del asunto. Y
lo mismo puede decirse. por las razones antes apUntadas,
de la referencia ala' posibilidad de presentación en el
Gobierno Militar o en la Oficina de Correos. El amparo
debe. pues, prosperar, en opinión del Ministerio Público,
y en lo referente a su . alcance, la lesión del derecho
de acceso a la jurisdicción,como parte de la tutela judi­
Cial efectiva, tiene lugar, en primer término, por la Reso­
lución del Ministerio de Defensa de abril de 1985, que
resuelve el recurso de reposición interpuesto contra el
acuerdo del mismo Organismo de 29 de s~ptiembre

de 1984, por lo que es tal Resolución la que debe ser
anulada. así como la Sentencia que la confirma, para
que en su lugar se dicte otra que interprete el art.· 66
de la Ley de Procedimiento Administrativo, de acuerdo
con las exigencias del art. 24.1 de la Constitución. Por
todo ello. el Fiscal termina interesando se dicte Sentencia
por la que se otorgue el amparo en los términos seña­
lados, por cuanto resulta del proceso que se ha vulnerado
el derecho fundamental consagrado en el arto 24.1 C.E.

11. En fecha 8 de octubre de 1991 se recibe el
escrito de alegaciones del Abogado del Estado. En ellas
señala que nos encontramos prima facie con un pro-­
blema jurídico de Derecho administrativo que, si bien
no es frecuentementeabórdado por la doctrina y la juris­
prudencia, posee en muchos casos una gran trascen­
dencia práctica; se trata de la cuestión de los requisitos
para la admisión d~documentosen las Oficinas y Depen­
dencias de la Administración y de las posibles conse­
cuencias de la denegación de tal admisión, especialmen­
te cuando juegan los plazos establecidos por el orde­
namiento. En definitiva, se trata de aquellos casos en
que la «ventanilla» se convierte en un obstáculo insal­
vable para el ejercicio de los legítimos derechos de los
particulares. Para evitar tal situación, el ordenamiento
arbitra varios medios de diversa naturaleza; así. los diver­
sos sistemas de presentación que contempla la L.P.A.;
la subsanación de defectos. e incluso el principio.admi­
tido jurisprudencialmente, de que la presentación de

documentos en órgano incompetente producirá efecto..
Todo ello se encamina,:alresultado"de,que la'inobser~
vancia de los requisitos legales y reglamentarios para
la admisión de escritos no se convierta en una exigencia
desproporcionadamente onerQsa para el ejercicio de los
derechos, de suerte quena existan obstáculos irrazo­
nables, desproporcionados, arbitrarios o abusivos para
tal ejercicio de los derechos de los administrados que
puedan privarles.. incluso, de la posterior tutela judicial
efectiva de los mismos. No obstante, continúa el Abo­
gado del Estado, junto con la indudable obligación admi­
nistrativa de evitar que se produzca tal tipo de obstá­
culos, existe también un principio organizativo que
estructura a la Administración en órganos de acuerdo
con la Ley, a los efectos de que los principios de jerarquía
y eficacia informen la actuación administrativa; y como
principio técnico instrumental al servicio de estos supe­
riores principios, la Ley contempla el principio .de com­
petenciª, que opera igualmente dada su importancia
como garantía del máximo rango que asegura la validez
de. los actos. Y este principio de competencia se proyecta
igualmente sobre los requisitos para .Ia válida admisión
de documentos como n~cesidadorganizativa de~a Admi~

nistración. Por ello, a pesar de los criterios favorables
y antiformalistas que siempre debe inspirar la solución
de las cuestiones de admisión de documentos, no puede
pretenderse que exista' una obligación general de cual­
quier órgano administrativo de admitir escritos 'para los
que sea incompetente y para los que no haya una norma
legal que le obligue a admitirlos. En definitiva: la obli­
gación de admitir documentos por parte de los órganos
administrativos sólo existe si efectivamente resulta del
ordenamiento jurídico vigente (que, por supuesto, no
podrá establecer criterios o requisitos irrazonables, arbi­
trarios o desproporciollados). De esta suerte, un órgano
administrativamente incompetente, por ejemplo: por
razón de la materia, podrá negarse válidamente a admitir
documentos. Por tanto,y por lo que se refiere al supuesto
ahora examinado, habrá que analizar, en primer término,
si existía la obligación jurídica de admitir el documento;
en segundo lugar, si se admitió realmente o no, es decir,
si de lo que resulta de la certificación aportada a los
autos deriva la existencia de la admisión aun efecto
equivalente a la admisión; y, por último, si en cualquier
caso se creó o produjo en este caso cualquier otra forma
de obstáculo irrazonable, arbitrario o desproporcionado
para el ejercicio de los derechos del particular. En tal
sentido, entiende el Abogado del Estado que en el pre­
sente caso no existía obligación jurídica alguna de admi­
tir el recurso de reposición del hoy recurrente en amparo.
Son, -con relación a tal cuestión, perfectamente válidos
los razonamientos de la Sentencia de la Sala Tercera
del Tribunal Supremo que recogió losargumentosadu­
cidos ante !amisrna por ia representación del Estado;
no tratándose de órgano competente por razón de la
materia, ni delegado o 'inferior del mismo, la obligación
de los Gobiernos Civiles de .admitir documentos resulta
dnicamente del arto 66.1, L.P.A., que se refiere exclu­
sivamente a la Administración Civil del Estado. En con­
secuencia, no existía obligación de admitir escritos diri­
gidos a la Administración militar, que se rige por sus
normas específicas, debidamente consignadas en la con­
testación a la demanda del hoy recurrente presentada
ante la Sala Tercera del Tribunal Supremo, normas que
incluyen la presentación en las Oficinas de Correos, como
no puede ser menos, a tenor de la dicción del arto 66.3
L.P.A. que no realiza aquí distinción alguna entre la Admi­
nistración civil y militar. Ahora bien, no basta con el
examen anterior, hay que analizar también si el inte­
resado presentó realmente o no su recurso, es decir,
si de la constancia de su comparecencia el día anterior
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se.derivano deben derivarse efectos similares a la admi­
sión, que sería entonces admisión por órgano incom­
petente, pero cuya eficacia podría sostenerse en algunos
casos.. Entiende el Abogado del Estado que de la cer­
tificaciónque obra en las actuaciones no puede nunca
derivarse tal efecto. En primer lugar. porque fa produc­
ciónde efectos por la presentación de documentos ante
órgano incompetente precisa inexcusablemente autén­
tica y propia presentación. es decir. recepción real del
documento presentado con la correspondiente constan­
cia. sin que pueda la más elemental exigencia de la segu­
ridad jurídica permitir que las comparecencias ante cual­
quier órgano administrativo produzcan efectos jurídicos.
y ello se produce, además y en segundo lugar. por otra
razón: si no hay efectiva presentación y admisión no
hay garantía alguna sobre el contenido e identificación
del escrito que se pretende presentar. Por ambas razo­
nes, que son suficientes en nuestra opinión, incluso por
separado, no puede entenderse que la comparecencia
realizada el día 26 de julio de 1984 pueda producir
efectos jurídicos, siendo por otra parte irrelevantes las
consideraciones de la certificación sobre la imputación
,de' responsabilidad y efectos jurídicos de la situaCión,
pJ..lesto que la validez'de la certificación alcanza, como
mucho, a los aspectos fácticos, y además no se 'pro­
nuncia. como es Mgico. sobre los efectos legales de la
situación producida. Ya con estas razones -continúa­
existirían argumentos suficientes para desestimar el pre­
sente amparo. No obstante. también debe examinarse
si se creó o produjo al recurrente una situación de obs­
taculización para el ejercicio de sus derechos arbitraria.
irrazonable o desproporcionada. o bien apoyada en una
interpretación de las normas legales que fuera igualmen­
te arbitraria o irrazonable. en orden a la efectividad de
los derechos fundamentales. El criterio de la efectividad
debe de ser aquí determinante -a su juicio-; es decir,
si la situación producida con el rechazo de su escrito
el día. último del plazo legal permitía al recurrente ejer­
citar efectivamente su derecho, sin trabas insalvables
o desproporcionadas. lo que determinaría una lesión de
sus derechos fundamentales protegidos por la Consti­
tución~ Al respecto, -continúa el Abogado del Estado­
debemos manifestar que en modo alguno puede pugnar
con la Constitución el exigir al ciudadano para el ejercicio
,de sus derechos conforme al ordenamiento uha diligen­
cia razonable, atendiendo a la realidad' social y a las
circunstancias del caso.' En nuestro caso creemos que
de ninguna manera se exigieron al recurrente cargas
gravosas. arbitrarias o excesivas, o una diligencia supe­
rior a la razonable, y a las circunstancias de la situación
ya las propias personales del recurrente. Este había sido
debidamente informado del plazo que disponía para
recurrir; y le bastaba para presentar su escrito ~I dirigirse
el' mismo día a las Oficinas de Correos o a! Gobierno
Militar, sin que nunca haya aducido el recurrente que
nofue informado al respecto o que se le indujo a algún
tipo de error. Por el contrario -continúa..,... la solicitud
de la certificación implica a nuestro juicio el pleno ,cono­
cimiento de que se había presentado fuera de plazo (ex­
tremo que curiosamente recoge la certificación). De la
misma se deduce también que la comparecencia del
día anterior fue en· horas hábiles, por lo que no había
ninguna difi.cultad para la presentación en el Gobierno

.Militar, sin perjuicio de la siempre posible presentación
en Correos; y, en definitiva. por ningún lado aparece
una causa razonable que explique por qué tal presen­
tacipn tempestiva no se produjo, más que el subjetivo
interés del presentador de prevalecer su criterio sobre
la idoneidad de la oficina gubernativa para admitir el
escrito, apoyado, sin duda, en admisiones anteriores de
otros escritos. Por todo ello. entiende. en fin. el Abogado

del Estado, que no cabe hablar, en su opinión, de la
existencia o producción de una situación de obstacu­
lización arbitraria o desproporcionada para la efectividad
del ejercicio de los derechos. La omisión de la diligencia
legítimamente exigible. por parte del hoy recurrente,
determina por el contrario la inexistencia de lesión alguna
en sus derechos fundamentales. debiendo. pues. ser
desestimado el presente amparo. En su virtud. interesa
de la Sala se dicte Sentencia por la que se deniegue
el amparo solicitado.

12. En fecha 2 de octubre de 1991 se recibe el.
escrito de alegaciones de la Procuradora doña Matilde
Marín Pérez. en nombre y representación de los deman­
dantes. En él se ratifica y reitera todo lo señalado en
su escrito de demanda inicial y solicita la estimación
a trámite del recurso de amparo interpuesto.

13. Por providencia de 14 de septiembre de. 1993
se acordó señalar·para deliberación y votaCión de esta
Sentencia el día 20 de.1 mismo mes y año. .

11. Fundamentos Jurídicos

1. Se plantea en el presente recurso de amparo la
vulneración del derecho a obtener-tutela judicial efectiva
sin indefensión (art. 24.1 CE); desde una doble pers"
pectiva: la del acceso a los recursos legálmente previstos
y la de la indefensión como consecuencia de una actua­
ción administrativa y judici.al no respetuosa con las exi­
gencias derivadas de tal precepto constitucional. l\I1as.
en realidad. ambas cuestiones son reconducibles a una
idea esencial. que es la relativa al derecho de acceso
a los recursos, si bien en una doble vertiente. adminis-

,trativa y judicial. Se reprocha. en fit:l. a las resoluciones
impugnadas (tanto administrativas como judiciales) un
defectuoso e' incongruente entendimiento y aplicación
de los requisitos de accesQ al recurso de reposición admi­
nistrativo interpuesto en su día. lo que motivó la impo­
sibilidad de revisión de la decisión administrativa inicial
sobre el fondo de la cuestión planteada, esto es, aquélla
que se pronunció sobre la cuantía de la indemnización
solicitada por los actores al Ministerio de Defensa a causa
de los daños sufridos en sus propiedades por el.accidente
de un reactor F-5 de las Fuerzas Armadas.. '

2. Así pues. la primera de las cuestiones sometidas
a la consideración de este Tribunal versa- sobre la inde­
bida e incorrecta inadmisión del recurso de reposición.
interpuesto contra la resolución del Ministerio de Defen­
sa que concedió a los actores determinada indemniza­
ción, y cuya revisión pretendían los mismos a través
de tal recurso. Esta cuestión es analizada en' vía admi­
nistrativa primero. y también posteriormente en la judi­
cial a través del recurso contencioso~administrativofor­
mulado por los demandantes contra las.decisiones admi­
nistrativas de inadmisibilidad. y sobre la misma bastará
con recordar que, confarme este Tribunal viene man­
teniendo reiteradamente (a través de doctrina tan cons­
tante que excusa su cita concreta). el derecho a obteiléf
tutela judicial efectiva (ex arto 24.1 C.E.) se satisface
tanto a través de las resoluciones que se pronuncien
sobre elfondo de la cuestión debatida. como sobre aqué­
.IIas que. por aplicación de una causa legal de ¡nadmisión,
decidan la improcedencia de resolver una determinada
cuestión o recurso de forma motivada y no arbitraria.
Esto es lo acontecido en el' presente supuesto; pues,
tanto los órganos administrativos. en primer término.
como la Sala Tercera del Tribunal Supremo al resolver
el recurso contencioso-administrativo, se han pronuncia­
do de manera motivada y carente de arbitrariedad sobre
la improcedencia de admitir a trámite el recurso de repo­
sición interpuesto como consecuencia de su extempo-

--
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raneidad.Las ,razones.. que fundamentan la aplicación
de la mencionada causa·de ¡nadmisión del recurso que
se contraen a su presentación fuera de plazo se encuen­
tran explicadas en las resoluciones pormenorizadamen­
te. Así. y con relación a la Sentencia judicial que confirma
en lo esencial las resoluciones administrativas, se indica,
en su fundamentación jurídica (fundamentos jurídi­
cbs 2 y 3) que el recurso ha de considerarse presentado
fuera del plazo de un mes establecido legalmente (art.
52 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencio­
so-Administrativa), contando dicho plazo de fecha a
fecha, así como que la justificación ofrecida por el
recurrente para su presentación fuera del indicado plazo
no puede ser acogida. Y no puede serlo, primero, porque
se fundamenta en una ~imple manifestación, aun escrita,
del funcionario encargado de la recepción que, obvia­
mente, no debe suplir la fecha que se constata mediante
el sello del oportuno Registro Público, debiendo hacerse
notar, por lo demás, que dicha manifestación se suscribe
con posterioridad. a la ¡nadmisión del resurso de repo­
sición; por otra parte, y de conformidad con lo dispuesto
en el arto 66 de la Ley de Procedimiento Administrativo
(según redacción vigente en la fecha de la resolución
judicipl), si el escrito no fue admitido por el Gobierno
Civil el día que se afirma presentado por los recurrentes,
concretamente el anterior al de su registro en forma,
debieron aquéllos intentar presentarlo en esa misma
fecha en el Gobierno Militar o en la Oficina de Correos,
como prevé el mencionado precepto para tales casos.

El anterior razonamiento judicial, cuya corrección no
es compartida por los actores, ostenta la suficiente razo­
nabilidad y apoyatura legal para satisfacer las exigencias
derivadas del arto 24.1 C.E., sin que corresponda, por
lo demás, a este Tribunal Constitucional pronunciarse
sobre tal corrección o acierto, ni realizar una revisión
de la interpretación del concre1o precepto legal (art. 66
L.PA) cual si de una nueva instancia judicial se tratase.
Máxime, si se considera-y con ello se pasará a examinar
la segunda vertiente de lesión constitucional inicialmente
apuntada- que tal decisión de inadmisión del recurso
de reposición no impidió, pese a todo, el acceso a la
jurisdicción contenciosa de los demandantes.

3. En efecto, tanto de la última de las decisiones
administrativas como de la propia Sentencia dictada por
la Sala Tercera del Tribunal Supremo se desprende que
los recurrentes pudieron plélntear -y de hecho lo hicie­
ron- el correspondiente recurso conte·ncioso-administra­
tivo, en el que como única cuestión a examinar (fun­
damento jurídico 1) se cuestionó la incorrecta inadmisión
del recurso de reposición previo a esa via judicial. Así
pues,. difícilmente puede entenderse vulnerado el dere­
cho de acceso a la jurisdicción invocado por los deman­
'dantes, y la esencia de la queja ha de reconducirse a
la cuestión ya examinada de la inadmisibilidad motivada
del. recurso que, conforme se ha expuesto, no infringe
el derecho fundamental invocado por encontrarse razo­
nada y fundada en Derecho.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
'DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Alejandro
Carracedo Mediero y doña Elisa Mediero Pantoja.

Publíqueseesta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madr:id, a veinte de septiembre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo
Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regueral.-Car­
los de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sendra.-Rafael
de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villalón.-Firmado
y rubricado.

Voto particular que formula el Magistrado don Fernando
García-Mon y González-Regueral a la Sentencia dictada
en el recurso de amparo 966/1990, al que se adhiere

el Magistrado don Vicente Gimeno Sendra

Mi discrepancia con la Sentencia dictada en este
recurso de amparo se basa en lo siguiente:

1. Existen en las actuaciones judiciales tenidas a
la vista para la resolución de este proceso constitucional
dos documentos que, aludidos en la Sentencia, son de
suma importancia para la decisión del caso: uno es el
recurso de reposición presentado por el demandante en
amparo ante el Gobierno Civil de Badajoz, en el que
aparece el sello de presentación o diligencia de aicho
Organismo, haciendo constar que fue presentado en el
mismo el día 27 de julio de 1984 a las 10,15 horas;
y otro, una certificación extendida por el Secretario gene­
ral del Gobierno Civil de Badajoz que dice literalmente
lo siguiente:

«CERTIFICO: Que don Alejandro Carracedo
Mediero, se personó en el Registro de este Gobier­
no Civil el día 26 de julio con la finalidad de pre­
sentar escrito de recurso de reposición dirigido al
Excmo. Sr. Ministro de Defensa, no siéndole admi­
tido por el Encargado del Registro, siguiendo ins­
trucciones del anterior Secretario general de este
Gobierno Civil, según las cuales los escritos diri­
gidos a departamentos militares, corresponden a
la Administración militar, no entrando por tanto en
el ámbito de aplicación del art. 66 de la Ley de
Procedimiento Administrativo, por lo que le fue
denegada la presentación.

Posteriormente don Alejandro Carracedo Medie­
ro, se puso en contacto con el Secretario general
actual del Gobierno Civil, exponiéndole la situación,
el cual, previa comprobación de lo sucedido, ordenó
la admisión y registro del referido escrito con fe­
cha 27 de julio de 1984.

Por todo lo cual hago constar, que en virtud de
'las instrucciones existentes anteriormente en este
Gobierno Civil, el mencionado escrito no fue admi­
tido el día 26 de julio del corriente año, no siendo
imputable en ningún caso al interesado el hécho
de habérsele registrado el mencionado escrito fuera
de plazo. .

Para que conste, a petición del interesado y surta
sus efectos donde proceda, expido la presente cer­
tificación en Badajoz, a dieciocho de octubre de
mil novecientos ochenta y cuatro».

2. Recibido por el Ministerio de Defensa el recurso
de reposición con el sello de presentación indicado -27
de julio de 1984-fue'inadmitido por extemporáneo toda
vez que el plazo para su interposición había vencido
el día 26 anterior. Aclarada por el recurrente la circuns­
tancia ocurrida en la inicial presentación del escrito y
justificada mediante la certificación transcrita, no se esti­
mó por la Administración dicha justificación en razón
de que el escrito de reposición inadmitido pudo ser pre­
sentado el mismo día 26 de julio de 1984 en el Gobierno
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Militar oen la. Oficina de Correos conforme establece
el arto 66 de la Ley de Procedimiento Administrativo.

Interpuesto recurso contencioso-administrativo con­
tra dicha resolución fue desestimado por la Sentencia
de 5 .de febrero de 1990 dictada por la Sala Tercera
del Tribunal Supremo que. desestimando el recurso con­
firmó -con base en análoga argumentación- las 'reso­
lucion~s administrativas de inadmisión. Sentencia que.
reCUrrida en amparo por vulneración del arto 24.1 de
la Constitución. ha sido confirmada por la Sentencia de
la que disiento.

3. En mi criterio la simple exposición de los hechos
que acabamos de relatar y que tanto las resoluciones
administrativas como las Sentencias dictadas. incluída
la de este Tribunal Constitucional. admiten y reconocen
como exactos. ha debido conducir a la estimación del
amparo. no sólo por el criterio antiformalista y contrario
a ex.iQencias desproporcionadas y enervantes de los
r~qu.lsltos procesales. entendidos como normas cuya
finalidad. es la ordenación del proceso y no como obs­
táculos para su prosecución (según viene reiterando
constante~ente la doctrina de este Tribunal). sino por­
que. ademas. el hecho que motiva la extemporaneidad
de la. presentación del recurso de reposición está des­
mentido de manera fehaciente en las propias actuacio­
nes r:nediante la certifi<?~ción que. por su acusada impor­
tancia para la resoluclon de este caso. hemos dejado
transcrita. Desconocer esta certificación y mantener
como fecha de presentación. frente a lo afirmado en
aquélla. por ~I funcionario competente. la que consta
en la diligencia que encabeza el escrito. no es extremar
más allá de lo ~~zonahle el cumplimiento de un requisito
-la ,presentacl<;>n dentro de plazo-. sino omitir que.
segun ha acreditado el recurrente. éste lo presentó den­
t~o de.' plazo legal":!ente .establecido. No hay, pues. exce­
SIVO rigor en la eXigencia de un requisito. sino falta de
rigor en la apreciación de \un hecho demostrado y en
las .<;:onsecuen9ias que. en orden a la fecha de presen­
taclon.del escrito. ha debido producir.

Estimo por ello que corría se razona en el recurso
d~ aml?aro~ se ha producido en el presente caso un obs­
taculo ineXistente que ha impedido al recurrente el acce­
so de su re.clamación a la vía judicial y que. por lo tanto.
se le ha pr~vado del derecho a la tutela judicial efectiva
que garantiza el arto 24.1 de la Constitución. De ahí que
en mi criterio. ha debido estimarse el presente recurs~
de amparo.

Madrid. a veinte de septiembre de mil novecientos
noven~ay tres.:-Fernando García Mon y González Regue­
ral.-Vlcente Glmeno Sendra.-Firmado y rubricado.

25873 Sala Primera. Sentencia 268/1993. de 20 de
septiembre. de 1993. Recurso de amparo
1.165/1990. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid. dictada en autos sobre invalidez.
Supues~a vulr:eración del principio de igual­
dad: eXigencia legal de un período mínimo
~e cotizació,n para las prestaciones por inva­
lidez del Reglmen Especial de la Seguridad
Social del Servicio Doméstico. '

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
t~ por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer. Pre­
sidente. don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno

Sendr~. d<?n Rafa~l·d.e Mendizábal Allende Ydon Pedro'
Cruz VillaIon. Magistrados. ha pronunciado '. .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.165/90 promovido
por doña Concepción Guerrero Sánchez. representada
por la Procuradora de los Tribunales doña Isabel Cañedo
Vega y asistida d~1 Letrado don Angel Vargas Martín.
contra la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid. de 15 de febrero
de 1990. dictada en autos sobre invalidez. Han com­
parecido el Ministerio Fiscal y el Instituto Nacional de
la Seguridad Social. representado por el Procurador don
Eduardo Morales Price y asistido del Letrado don Luis
López Moya. Ha sido Ponente el Presidente don Miguel
Rodríguez Piñero y Bravo Ferrer. quien expresael parecer
de la Sala..

1. Antecedentes

. 1. P~r escrito presentado ante el Juzgado de Guar­
dia el dla 7 de. mayo de 1990 -registrado en este
Tribunal el día 9 siguiente-o la Procuradora de los Tri­
bunale:; doña Isabel Cañedo Vega. en nombre y repre­
sentación de doña Concepción Guerrero Sánchez. inter­
puso recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
de 15 de febrero de 1990.

2. La demanda se basa. en síntesis. en los siguientes
antecedentes: .

a) La ahora recurrente. afiliada y de alta en el Régi­
men Espec:i!'ll de Seguri~ad Social de Empleados de
Hogar. sufrlo el 13 de nOVIembre de 1987 un accidente
de ~rabajo. a raíz del cual inició un proceso de inca­
paCidad laboral transitoria. La Dirección' Provincial en
Madrid del Instituto Nacional de la Seguridad Social (en
adelante. INSS) por Resolución de 30 de enero de 1989.
a.propuesta de la Comisión de Evaluación de Incapa­
Cidades. la declaró afecta de invalidez permanente en
gra~o de inc.apacidad permanente total para la profesión
h.abltual derivada de la contingencia de accidente. pero
Sin derecho a prestaciones económicas por no reunir
el reglamentario período de carencia de sesenta men­
sualidades -únicamente acredita diecinueve.

b) Agotada la vía administrativa previa (Resolución
de 13 de abril de 1989). interpuso demanda ante los
órganos de la jurisdicción social. que fue desestimada
por el Juzgado de lo Social núm. 6 de Madrid en Sen­
ten~~a de 21 de septiem~rede 1~89. Recurri<;la en supli­
c:a?lon. la Sal? de lo SOCial del Tribunal Superior de Jus­
tiCia de Madrid en Sentencia de 15 de febrero de 1990
desestimó el recurso. .

Los órganos judiciales. tras propugnar la vigencia del
arto 31 del Decreto 2.346/1969. de 25 de septiembre.
con la consiguiente imposibilidad de entender suprimido
el requisito de la carencia. razonaban que ello no suponía
una discriminación proscrita por el arto 14 de. la C.E.;
puesto que no existe igualdad de situaciones. «Ni las
c:otiz?~iones son la~ mism.as. ni I?s condicio'nesde obje­
tlvaclon de la propia contingencia son tampoco iguales
en una empresa en el sentido tradicional del término
que en un domicilio particulan).

. 3. La de.manda de amparo se dirige cOntra la refe­
r~da Senten<?l~ de la Sala de lo Social del Tribunal Supe­
rior de JustiCia de Madrid porque viola el principio de


